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SENTENCIA 

 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 8 de agosto de 2024. 

Comparece el señor Gilbert W. Rodríguez Ferrer (señor Rodríguez 

Ferrer o peticionario), quien es miembro de la población penal, por 

derecho propio, mediante escrito de revisión judicial. En su recurso, el 

peticionario solicita que le ordenemos al Departamento de Corrección y 

Rehabilitación (DCR) modificar su Hoja de Control sobre Liquidación de 

Sentencias.  

 No obstante, al auscultar el tracto procesal seguido en este caso 

nos percatamos que estamos impedidos de atenderlo en sus méritos, y 

procede su desestimación.  

I. Resumen del Tracto Procesal 

El señor Rodríguez Ferrer aduce haber presentado una Solicitud de 

Remedio Administrativo ante el DCR, el 6 de febrero de 2024.1 Según el 

contenido de dicho documento, el recurrente le solicitó a la Técnico de 

 
1 Afirmamos que el recurrente aduce haber presentado la Solicitud de Remedio 
Administrativo, pues la copia de dicho documento que fue incluida en el recurso de 

revisión judicial, no cuenta con la firma de funcionario alguno del DCR recibiéndola, de 

modo que el área destinada a Nombre del evaluador y Recibo de copia de solicitud de 
remedios están incompletas. De manera similar, los encasillados en dicho documento 

destinados a la asignación de número de código y de solicitud están sin llenar. 
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Servicios Sociopenales asignada a su caso y/o a la Supervisora de 

Récord Criminal, que enmendaran su Hoja de Control sobre Liquidación 

de Sentencias, pues juzgaba que había sido erróneamente calculada, al 

no ser tomadas en consideración las disposiciones de la Ley 85-2022, 

según enmendó el artículo 308 del Código Penal. Señaló que, a pesar de 

haber sido juzgado como adulto siendo menor de edad, tal consideración 

debió ser considerada, a la luz de la legislación citada. Es decir, que el 

cómputo de liquidación de sentencia realizado el 19 de enero de 20242 

era incorrecto, puesto que fue tratado como adulto, cuando debió ser 

calculado como menor de edad. En definitiva, requirió que se volviera a 

emitir la Hoja de Control sobre Liquidación de Sentencias, pero con el 

cómputo correcto.  

Luego, el 22 de abril de 2024, el recurrente afirma que presentó 

una Solicitud de Reconsideración.3 Indicó en dicho escrito que había 

presentado una Solicitud de Remedio Administrativo, pero el DCR no 

había respondido a su pedido, a pesar de que el término para atenderla 

había vencido. Arguyó, además, que desde que entró en vigor la Ley 85-

2022, no se había enmendado su Hoja de Control sobre Liquidación de 

Sentencias.   

Es así como, el 24 de junio de 2024, el señor Rodríguez Ferrer 

acudió ante nosotros, mediante recurso de revisión judicial. En este 

afirmó que, a pesar de haber iniciado el proceso administrativo para 

solicitar la corrección del cómputo de su sentencia, a través de la 

oportuna presentación de una Solicitud de Remedio Administrativo, el 

DCR no había dado respuesta, contrario a lo dispuesto por el Reglamento 

para atender las solicitudes de remedios administrativos radicadas por los 

miembros de la población correccional, Reglamento 8583 de 4 de mayo de 

 
2 En el apéndice del recurso de revisión judicial no se incluyó documentación alusiva a la 
referida comunicación del 19 de enero de 2024, de modo que nos limitamos a citar lo 

escrito por el recurrente en su Solicitud de remedio administrativo. 
3 La copia de Solicitud de Reconsideración incluida en el recurso de revisión judicial, no 

cuenta con la firma del funcionario del DCR correspondiente.  
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2015 (Reglamento 8583). Continuó arguyendo que, por cuanto su 

Solicitud de Remedio Administrativo no fue atendida, entonces se vio 

obligado a radicar ante la propia agencia una Solicitud de 

reconsideración, advirtiendo la falta de contestación a la Solicitud de 

Remedio Administrativo, y peticionando que fuera atendida.  

Es por causa de la presunta inacción del DCR al considerar las 

referidas peticiones del recurrente para que se corrija el cómputo de su 

sentencia, que acude ante nosotros solicitando que ordenemos a la 

agencia recurrida modificar la Hoja de control sobre liquidación de 

sentencia.   

  En virtud de lo dispuesto en la Regla 7(B)(5) de nuestro 

Reglamento, 4 LPRA Ap. XXII-B, R.7 (B)(5), determinamos prescindir de 

solicitar comparecencia a la Oficina del Procurador General, por no 

juzgarla necesaria.  

II. Exposición de Derecho 

A.  Revisión Judicial de Decisiones Administrativas   

El Art. 4.002 de la Ley Núm. 201-2003, Ley de la Judicatura del 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico, según enmendada, dispone que el 

Tribunal de Apelaciones revisará, como cuestión de derecho, las 

decisiones finales de los organismos y agencias administrativas que 

hayan sido tramitadas conforme con las disposiciones de la Ley de 

Procedimiento Administrativo Uniforme (LPAU)”. Art. 4.002 de la Ley 

Núm. 201-2003, 4 LPRA sec. 24 (u). Por su parte, Ley de Procedimiento 

Administrativo Uniforme del Gobierno de Puerto Rico, Ley Núm. 38-

2017, 3 LPRA sec. 9601 et seq. (LPAU), define el ámbito de la revisión 

judicial. Conforme a la Sección 4.2 de la LPAU, solamente las órdenes o 

resoluciones finales dictadas por las agencias o funcionarios 

administrativos pueden ser revisadas judicialmente. 3 LPRA sec. 

9672. La Sección aludida establece, en lo pertinente, lo siguiente:     
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[u]na parte adversamente afectada por una orden o 
resolución final de una agencia y que haya agotado todos 

los remedios provistos por la agencia o por el organismo 
administrativo apelativo correspondiente podrá presentar 

una solicitud de revisión ante el Tribunal de Apelaciones, 
dentro de un término de treinta (30) días contados a partir 
de la fecha del archivo en autos de la copia de la notificación 

de la orden o resolución final de la agencia o a partir de la 
fecha aplicable de las dispuestas en la sec. 9655 de este 
título, cuando el término para solicitar la revisión judicial 

haya sido interrumpido mediante la presentación oportuna 
de una moción de reconsideración. Íd. (Énfasis y subrayado 

provistos).   
   

Nuestro Tribunal Supremo ha manifestado que la referida sección 

de la LPAU limitó nuestra facultad de revisión judicial a decisiones que 

cumplieran con dos requisitos: (a) que fueran órdenes o resoluciones 

finales de la agencia, y (b) que la parte adversamente afectada hubiese 

agotado todos los remedios provistos por la agencia 

administrativa. A.A.A. v. UIA, 199 DPR 638, 657 (2018) citando a A.R.Pe. 

v. Coordinadora, 165 DPR 850, 867 (2005).  

Cónsono con lo anterior, se ha reconocido la doctrina de 

agotamiento de remedios administrativos como otra norma de 

autolimitación judicial. Oficina del Paciente v. MCS, 163 DPR 21 (2004). 

Dicha doctrina determina, “cuándo es el momento apropiado para que 

los tribunales intervengan en una controversia que [ha] sido previamente 

sometida ante la atención de una agencia administrativa”. Guzmán y 

otros v. E.L.A., 156 DPR 693, 712 (2002). Además, procura “evitar una 

intervención judicial innecesaria y a destiempo que tienda a interferir 

con el cauce y desenlace normal del procedimiento 

administrativo”. Delgado Rodríguez v. Nazario de Ferrer, supra a las págs. 

354-55. 

B.  Jurisdicción  

  La jurisdicción se definido como el poder o autoridad de un 

tribunal para considerar y decidir casos y controversias. Allied 

Management Group, Inc. v. Oriental Bank, 204 DPR 374, 385 
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(2020); Yumac Home v. Empresas Massó, 194 DPR 96, (2015); Horizon 

Media v. Jta. Revisora, RA Holdings, 191 DPR 228, 233 (2014). Tanto los 

foros de instancia como los foros apelativos tienen el deber de, 

primeramente, analizar en todo caso si poseen jurisdicción para atender 

las controversias presentadas, puesto que los tribunales estamos 

llamados a ser fieles guardianes de nuestra jurisdicción, incluso cuando 

ninguna de las partes invoque tal defecto. Íd. Ello responde a que las 

cuestiones jurisdiccionales son materia privilegiada y deben resolverse 

con preferencia a los demás asuntos. Mun. San Sebastián v. QMC, 190 

DPR 652, 659 (2014). García v. Hormigonera Mayagüezana, 172 DPR 1, 7 

(2007). Por tanto, si determinamos que no tenemos jurisdicción 

sobre un recurso o sobre una controversia determinada, debemos así 

declararlo y proceder a desestimarlo. Íd. (Énfasis provisto). 

C. Desestimación  

La Regla 83 de nuestro Reglamento, establece las circunstancias 

en que este foro intermedio puede desestimar un recurso presentado. En 

lo que resulta pertinente al caso ante nuestra consideración, la referida 

Regla dicta lo que sigue:   

(B) Una parte podrá solicitar en cualquier momento la 

desestimación de un recurso por los motivos siguientes:   
  

(1) que el Tribunal de Apelaciones carece de jurisdicción;   
  
(2) que el recurso fue presentado fuera del término de 

cumplimiento estricto dispuesto por ley sin que exista justa 
causa para ello;    
  

[…] 
 

(C) El Tribunal de Apelaciones, a iniciativa propia, podrá 
desestimar un recurso de apelación o denegar un auto 
discrecional por cualquiera de los motivos consignados 

en el inciso (B) precedente. (Énfasis provisto y texto 
omitido del original). 4 LPRA Ap. XXII-B. 
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III. Aplicación del Derecho a los hechos 

a. 

Valga iniciar advirtiendo que el recurso de revisión judicial 

presentado por derecho propio por el señor Rodríguez Ferrer, incumple 

con un número sustancial de los requisitos de forma contenidos en la 

Regla 59 de nuestro Reglamento, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 59. Sin ser 

exhaustivos, en dicho escrito: no se hace indicación de disposiciones 

legales que sostengan la petición; tampoco se incluyeron señalamientos 

de errores, en consecuencia, no fue discutido error alguno; no se hizo 

referencia a ninguna decisión objeto del recurso de revisión; no se 

incluyó un apéndice con los documentos pertinentes al trámite 

acontecido en el foro recurrido, o se hizo de manera muy limitada; no 

hay un índice del apéndice, por mencionar algunas. Es decir, se trata de 

un escrito claramente defectuoso.  

Habiendo indicado lo anterior, cabe llamar la atención a que el 

Artículo 1.002 de la Ley de la Judicatura, 4 LPRA sec. 24(a), establece 

como uno de los principios fundamentales de la Rama Judicial el proveer 

accesibilidad de los procesos a la ciudadanía. No obstante, por otra 

parte, nuestro Tribunal Supremo ha manifestado que el hecho de que las 

partes comparezcan por derecho propio, por sí solo, no justifica que 

incumplan con las reglas procesales. Febles v. Romas, 159 DPR 714, 722 

(2003). Por esto último, el recurrente viene obligado al fiel cumplimiento 

del trámite prescrito en las leyes y reglamentos aplicables al recurso 

instado. Soto Pino v. Uno Radio, 189 DPR 84, 90 (2013).  

b. 

Unido a lo ya discutido, surge del tracto procesal que el recurrente 

solicita nuestra intervención sobre un asunto que no ha sido 

propiamente atendido por el foro administrativo llamado a intervenir en 

el asunto, en tanto carecemos de una resolución final administrativa 
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que podamos revisar. Precisamente, por esta razón, en la exposición de 

derecho enfatizamos que la LPAU limitó nuestra facultad de revisión 

judicial a las decisiones administrativas que cumplieran con dos 

requisitos: (a) que fueran órdenes o resoluciones finales de la agencia, 

y (b) que la parte adversamente afectada hubiese agotado todos los 

remedios provistos por la agencia administrativa. A.A.A. v. UIA, supra. 

Ninguna de las dos condiciones señaladas acontece en el presente caso, 

puesto que no contamos con una resolución final del DCR. En el 

apéndice del recurso ante nosotros, sólo surgen: (1) Solicitud de Remedio 

Administrativo y (2) Solicitud de Reconsideración, no obstante, los 

documentos mencionados no cuentan con la información de recibo del 

evaluador o funcionario correspondiente, mucho menos de un dictamen 

final del DCR sobre la solicitud del recurrente para que se corrija su Hoja 

de control sobre liquidación de sentencias. Siendo este foro intermedio 

uno de facultades limitadas en cuanto a jurisdicción, no podemos acoger 

el recurso presentado sin tener ante nosotros un dictamen 

administrativo final sobre la solicitud del recurrente para que se corrija 

el cómputo de su sentencia.  

Dicho lo anterior, sin embargo, nos queda muy claro que, 

precisamente, el recurrente arguye ante nosotros, que intentó obtener 

respuesta a su reclamo para la corrección del cómputo de su sentencia a 

través de la documentación que sometió al DCR, pero este último nunca 

contestó.4 Sobre ello cabe hacer dos indicaciones: (1) del DCR haber 

recibido los documentos a los que alude el recurrente (de lo cual no 

tenemos prueba), tiene una obligación ministerial de atenderlos y 

adjudicarlos, mediante el procedimiento de solicitud de remedio 

administrativo, según se dispone en el Reglamento 8583; (2) del 

 
4 Reiteramos que, del examen de los documentos incluidos por el recurrente en el 

apéndice de su escrito no podemos determinar que el DCR hubiese recibido la Solicitud 
de Remedio Administrativo y la Solicitud de Reconsideración, pues dichos documentos 

no aparecen firmados por ningún funcionario de la agencia como recibidos. 
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recurrente haber cumplido con el proceso administrativo ante el DCR 

para reclamar la presunta corrección de su sentencia, pero, aun así 

dicha agencia eludiera su obligación para adjudicar tal controversia, 

nuestro ordenamiento jurídico le provee al recurrente el remedio 

extraordinario adecuado para obligarlo a cumplir, el mandamus, (no el 

recurso de revisión judicial). 

En definitiva, no estamos en posición de atender el asunto 

presentado, por no tener ante nuestra consideración la revisión de una 

decisión final del DCR, lo que nos obliga a desestimarlo.   

IV. Parte dispositiva 

 Por los fundamentos antes expuestos, se ordena la desestimación 

del recurso presentado, por falta de jurisdicción.  

Notifíquese a las partes, al Procurador General y al Secretario del 

Departamento de Corrección y Rehabilitación. El Administrador de 

Corrección deberá entregar copia de esta Sentencia al confinado, en 

cualquier institución donde este se encuentre. 

Lo pronunció y manda el Tribunal y lo certifica su Secretaria. 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 
 
 

 
 

 
 
 

 
 
 

 
 

 
 
 

 
 


